
Reparaciones
Señor Director: 
Recientemente la Corte de

Apelaciones de Rancagua acogió
una demanda de indemnización
de perjuicios por falta de servicio
en contra del Fisco a raíz del ac-
cionar de Carabineros durante el
estallido social. La sentencia
constituye la primera en materia
civil en ordenar la indemnización
por daños ocasionados por agen-
tes del Estado durante el estalli-
do. Paralelamente, en el contexto
de la mesa de trabajo del proyecto
de ley de reparación integral,
principalmente impulsada por la
senadora Campillay, la Subsecre-
taría de Derechos Humanos in-
formó que dicha iniciativa no es-
taba en la agenda del gobierno.

Lo anterior se suma al aban-
dono que han denunciado du-
rante estos años las víctimas de
violaciones de DD.HH. cometi-
das por agentes del Estado duran-

ría, asesor del 2° piso, director
de servicio, funcionario del me-
tro, profesional de Codelco, se-
remi de cualquier cosa en cual-
quier región, trabajador de la
Junji, ministro de corte, juez de
primera instancia, alcalde de
Antofagasta, director de alguna
fundación, diputado, en fin, a
cualquier cargo disponible en el
Estado. 

Puedo asegurar que no he
tomado licencia médica hace
años, sólo salgo de vacaciones
en mi período legal, no llevo a
mis hijos a China, no aporto a
candidaturas con mis honora-
rios; no tengo el celular de Her-
mosilla ni siquiera lo conozco,
tampoco amigos en el Poder Ju-
dicial; no compro lencería con
platas públicas, no guardo osos
de peluche en las bodegas ni es-
condo plata en las paredes, no
uso gastos reservados ni tomo
pisco sour.
Rodrigo Reyes Sangermani

asesinatos, sicariatos o, en fín, de
todo el Código Penal? 

Así no sólo se acaba la delin-
cuencia, sino que sepulta todo
cuestionamiento contra el go-
bierno. A costa, eso sí, de perder
toda justicia en nuestras leyes.
Rodrigo Meléndez Barrena
Instituto Res Publica

Precauciones
Señor Director:
A la luz de experiencias re-

cientes, me permito aconsejar a la
señora contralora general de la
República que adopte todas las
precauciones imaginables para
evitar el robo de los computado-
res de tan valorada institución.
Rodrigo Cooper Cortés

da de verdad, justicia y repara-
ción. Con esto, nuevamente ve-
mos como los derechos humanos
solo son un discurso para los
tiempos electorales y para la tri-
buna.
Constanza Valdés 
Consejera INDH

Leyes justas
Señor Director:
La ministra Orellana ha ar-

gumentado que el proyecto de
ley de aborto libre hasta las 14 se-
manas de embarazo es necesario
para acabar con los abortos clan-
destinos. Si la solución para aca-
bar con lo que está al margen de
la ley es legalizar aquello que de-
be estar prohibido, ¿por qué el
gobierno no ha impulsado la le-
galización del tráfico de influen-
cias, del desvío de fondos públi-
cos, de licencias médicas fraudu-
lentas, de robos de computado-
res de oficinas públicas, de

te el estallido. Nuestro país fue
objeto de numerosos informes
internacionales que detallaron
las violaciones a los DD.HH. y las
obligaciones del Estado. Sin ir
más lejos, la Corte Interamerica-
na de Derechos Humanos en el
caso Velásquez Rodríguez vs.
Honduras, estableció que los Es-
tados tienen la obligación de pre-
venir, investigar, sancionar y re-
parar dichas violaciones. 

La ONU emitió en 2005 una
resolución sobre los rincipios y
directrices básicos sobre el dere-
cho de las víctimas de violaciones
manifiestas de las normas inter-
nacionales de derechos humanos
a interponer recursos y obtener
reparaciones, estableciendo un
marco general al respecto. 

El gobierno, conociendo es-
tas obligaciones y estándares in-
ternacionales, deliberadamente
ha decidido abandonar nueva-
mente a las víctimas, habiéndoles
prometido el año 2022 una agen-

Correo

Postulación
Señor Director:
Me ofrezco a los cargos va-

cantes en cualquier subsecreta-
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E l informe de la Contraloría
General de la República
(CGR) que reveló más de 25
mil casos de funcionarios
públicos que salieron del
país mientras se encontra-

ban con licencia médica ha causado justifi-
cada indignación. En primer lugar, desde
luego, hacia quienes han hecho uso indebi-
do o fraudulento del beneficio. 

Según informó este martes el ministro
de Hacienda, Mario Marcel, 131 institucio-
nes han iniciado sumarios contra 6.592
funcionarios identificados, los cuales
arriesgan sanciones que van desde la resti-
tución de los fondos recibidos indebida-
mente hasta la destitución o, incluso, ac-
ciones penales. 

Por otro lado, también el ojo de los or-
ganismos fiscalizadores y la opinión públi-
ca se ha posado en el rol de los emisores: la
Contraloría detectó que entre quienes hi-
cieron uso irregular del permiso había más
de 250 médicos de hospitales públicos que
atendieron partos, en clínicas privadas, al
mismo tiempo que gozaban del descanso
legal. 

Investigaciones del Ministerio Público
han puesto en la mira a verdaderas organi-
zaciones dedicadas a la emisión y venta de

licencias fraudulentas. En paralelo alas re-
acciones al informe, este fin de semana fue
promulgada una ley que fortalece la fiscali-
zación de las licencias médicas y eleva las
sanciones por emisiones fraudulentas.

Menos atención se ha puesto, sin em-
bargo, a la responsabilidad de aquellas ins-
tituciones que han fallado rotundamente
en su labor de prevenir, detectar y sancio-
nar adecuadamente estos casos, al interior
de la propia administración del Estado. La
propia Contraloría, de hecho, abrió un su-
mario administrativo en la Superintenden-
cia de Seguridad Social (Suseso), en la Co-
misión de Medicina Preventiva e Invalidez
(Compin) y en el Fondo Nacional de Salud
(Fonasa), para investigar eventuales in-
cumplimientos en sus deberes de control.

Paradigmático resulta el caso del con-
venio firmado en 2014 entre la mencionada
Suseso y la PDI, que mandataba a ambas
instituciones a cruzar datos para detectar

personas que salían del país mientras se
encontraban con licencia médica no psi-
quiátrica. Pasaron tres gobiernos, y al me-
nos seis superintendentes, sin que el con-
venio fuese implementado o no ofreciera
resultados. 

La directoria de la Compin ha explica-
do que resulta imposible fiscalizar el 100%
de las licencias, por lo que el control se ha-
ce de forma aleatoria, de acuerdo al perfil
de riesgo; sin embargo, resulta evidente
que dicha la vigilancia ha resultado, al me-
nos, poco eficaz. Algo similar cabe decir de
los organismos públicos donde el uso de li-
cencias a destajo por parte de algunos tra-
bajadores era visible y evidente, pero no
generaron las alertas ni las investigaciones
que correspondían. 

Es probable que, más allá de las san-
ciones individuales, el escándalo conduzca
a reformas legales y administrativas que re-
duzcan el espacio a la arbitrariedad, el abu-
so y el fraude. Ni la más frondosa o mejor
intencionada maraña de disposiciones, sin
embargo, permitirá evitar el uso incorrecto
de estos u otros beneficios, si las institucio-
nes y las personas que deben controlar pre-
fieren mirar para el lado o intentan diluir su
responsabilidad refugiándose en los labe-
rintos de la burocracia. 

“Ni la más frondosa maraña
de disposiciones permitirá
evitar los abusos si las
instituciones y las personas
que deben controlar
prefieren mirar para el lado”.

El descontrol también es institucional
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—Un video con unas palmaditas
indecorosas le costó el puesto al jefe
nacional del cibercrimen de la PDI
—nos cuenta José Tobías Silva, que
cuando joven tomó un curso de es-
pionaje por correspondencia. 
—Unas palmaditas dadas con el
teléfono, ciertamente —apunto. 
—Entre tantos usos riesgosos del
celular que hemos visto en estos
últimos años, este es uno que no
tenía registrado —comenta Sammy
Calderón. 
—Al parecer todavía es más seguro
mandar mensajes o videos compro-
metedores. 
—A mi, Jota Jota, lo que me llama la
atención que el mismísimo jefe nacio-
nal del cibercrimen no haya podido
impedir que el video llegara al cibe-
respacio y que le dieran una ciber
PLR —observa Walter Alberto. 
—El video tiene más de un año, ade-
más. ¿No les huele a una operación
planificada?
—Yo sólo me recuerdo que a grandes
detectives como el Super Agente 86,
o al Inspector Clouseau, les pasaban
cosas parecidas. 

Grandes
detectives de la
historia 

J. J. Cruz
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